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RESUMEN 

 

El presente estudio pretende abordar la problemática de la Responsabilidad Fiscal que 

afronta en el momento en Colombia, y a partir de tal reconocimiento buscar la necesidad de 

direccionarla hacía un enfoque moderno que canalice estrategias y métodos modernos en la lucha 

contra la corrupción, como enemigo número uno que incide negativamente en el déficit fiscal y el 

desarrollo de nuestro pueblo, de tal forma que se convierta en un insumo de primera mano para 

combatirla y devuelva la credibilidad de los asociados en los órganos de control, muy mal trecha, 

hasta el punto que hoy en día se hable a nivel de instancias políticas de la eliminación de las 

Contralorías Territoriales. La investigación conlleva la adquisición de datos y conceptos propios 

del ejercicio profesional del autor, apoyado en trabajos de investigación jurisprudencial y 

doctrinaria, en los que se puede encontrar voces a favor y en contra de la Responsabilidad Fiscal 

y su efectividad para combatir la corrupción, desde la limitaciones que conlleva su ejercicio, en 

donde se ve cada vez más reducida su campo de acción, frente a este flagelo que cada vez gana 

más terreno en este mundo globalizado. 

PALABRAS CLAVE: Responsabilidad Fiscal, Corrupción, Globalización, Planeación, 

Medición de Riesgos, Controles, Efectividad, Control Social. 

 

ABSTRACT 

 This study aims to address the problem of Fiscal Responsibility facing Colombia at the 

time, and from this recognition seek the need to direct it to a modern approach that channels 

modern strategies and methods in the fight against corruption, as enemy number one which 

negatively affects the fiscal deficit and the development of our people, so that it becomes a first-
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hand input to combat it and return the credibility of the associates in the control organs, very badly, 

to the point that today at the level of political instances of the elimination of the Territorial 

Controllers. The research entails the acquisition of data and concepts specific to the author's 

professional practice, supported by jurisprudential and doctrinal research, in which voices can be 

found for and against Fiscal Responsibility and its effectiveness in combating corruption, since the 

limitations of its exercise, where its field of action is increasingly reduced, in the face of this 

scourge that is gaining more ground in this globalized world. 

KEY WORDS: Fiscal Responsibility, Corruption, Globalization, Planning, Risk 

Measurement, Controls, Effectiveness, Social Control. 

 

RESUMEN 

Veja o gráfico completo para resolver a questão da responsabilidade Fiscal que atingiu o 

momento na Colômbia, onde se desembaraçam os processos de busca da diretiva de diretos de 

uma sociedade moderna, com estratégias e métodos modernos na luta contra a corrupção, como o 

número uno Que incide negativamente no déficit fiscal e no desenvolvimento de um povo 

indígena, de que forma se convier em um insumo de primárias para combater e desvalorizar a 

credibilidade dos asociados nos controles de controle, muy mal trecha, hasta el punto que hoy en 

día se hable a level de instancias políticos de elimination of the Contralorías Territoriales. A 

investigação conduziu à adquisição de dados e conceitos propostos do exercício profissional do 

autor, apoyado nos trabalhos de investigação jurisprudencial e doutrinaria, nos que podem puede 

encontrar-se um favor e em contra da responsabilidade Fiscal e em efeito para combater a 

corrupção, desde la limitaciones that conlleva su ejercicio, en donde se ve each time más reducida 
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on campo de acción, frente a este flag que cada vez mais gana más terreno en este mundo 

globalizado. 

PALABRAS CLAVE: Responsabilidade Fiscal, Corrupção, Globalización, Planejamento, 

Medición de Riesgos, Controlos, Eficácia, Control Social 

 

INTRODUCCIÓN 

 

 La Responsabilidad Fiscal se deduce del ejercicio del control fiscal, entendido este como 

una gestión pública, entendida esta como la vigilancia de la labor fiscal de la administración y de 

los particulares o entidades que manejen fondos o bienes del Estado en todos sus órdenes. El 

control fiscal hoy en día se encuentra desvalorado en cuanto al componente resarcitorio y de lucha 

contra la corrupción. Por tal motivo, desde el presente estudio se pretende  visualizar la 

problemática planteada proponiendo un redireccionamiento, que cambie el espectro que esa 

lacónica definición nos trae, para contextualizar la Responsabilidad Fiscal en entorno moderno 

dentro de los esquemas que hoy en día se plantea de lucha contra la corrupción. Es así que surge 

la necesidad de dinamizar la Responsabilidad Fiscal, que enfrente efectivamente las nuevas formas 

de corrupción, haciendo uso de mecanismos propios de su competencia y articulando su actividad 

propia de control fiscal con otras experiencias del sistema de control.  

 Teniendo en cuenta que la corrupción es un fenómeno internacional, en este mundo 

globalizado, no se deben escatimar esfuerzos para combatirla desde cualquier instancia, 

redefiniendo estrategias y actuando de forma articulada con los demás componentes del sistema 

de control. En la actualidad las organizaciones criminales toman conciencia de las debilidades del 

sistema, para hacerse a los recursos públicos en su provecho, especialmente a través de contratos 
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amañados, producto de licitaciones ficticias, en ocasiones contando incluso con el beneplácito de 

funcionarios corruptos. 

   Aprovechando la especialización de Revisoría Fiscal y Auditoría Internacional, se pretende 

dejar sentadas bases  sostenibles para un replanteamiento de la Responsabilidad Fiscal, sin atentar 

su competencia, explorando alternativas modernas como el análisis del riesgo en toda actividad 

que involucre la disposición de los recursos públicos, que permitan la toma de decisiones efectivas 

y a los órganos de control encontrar herramientas de análisis a la hora de decidir las 

correspondientes responsabilidades. 

 Por un lado tenemos las organizaciones criminales que saquean el presupuesto del Estado, 

con nuevos métodos que hacen del lema “hecha la ley, hecha la trampa”, todo un estilo de vida, 

y por el otro, la agónica Responsabilidad Fiscal, que por el simple hecho de tratarse de una función 

pública de rango constitucional, merece un papel protagónico en el escenario de la vigilancia y 

guarda de los recursos públicos.  

De esta forma, se logrará dar la importancia que se merece a la Responsabilidad Fiscal en 

relación con temas como el déficit fiscal y el gasto público, en articulación con otros sistemas de 

control, como las veedurías ciudadanas cuya importancia también ha sido desmerecida, sin tener 

en cuenta la inmediación y prevención que ellas posibilitan en un control conjunto que minimice 

las estelas de corrupción o mitiguen sus efectos. 

 

PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 

¿Es la Responsabilidad Fiscal, en la forma como está concebida un mecanismo idóneo y efectivo 

en la lucha contra la corrupción? 
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SUPUESTOTEORICO 

Si existe una adecuada conceptualización y práctica de la función fiscal entonces se lograra que 

su ejercicio se convierta en un mecanismo efectivo de lucha contra la corrupción. 

OBJETIVOS 

OBJETIVO GENERAL: 

Analizar la problemática actual de la Responsabilidad Fiscal, para enfrentar de manera 

efectiva la corrupción en nuestro medio, proponiendo asumir sistemas modernos de control. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 

Describir sobre aspectos que inciden en la competencia de las Contralorías, en su campo de 

acción para lograr la reparación del patrimonio público. 

Indicar nuevas formas de control social en la lucha contra la corrupción, articulando su 

competencia con las de las Contralorías. 

Discriminar entre el control externo asumido por las Contralorías y el control interno que deben 

cumplir las propias entidades, reiterando el carácter complementario de ambos en la integralidad 

del control fiscal. 

 

JUSTIFICACIÓN 

Con el presente ensayo se pretende dar importancia y valor de lo ético a la Responsabilidad 

Fiscal, frente al fenómeno de la corrupción, el cual ha sido abordado desde una perspectiva casi 

exclusiva del derecho penal, que pese a las limitaciones constitucionales y legales que aquella 

presenta, puede proporcionar buenos resultados contra ese flagelo, en la articulación con otros 

sistemas de control. 
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 Cobra también importancia el tema propuesto, frente al deterioro en la credibilidad de los 

órganos de control e incluso frente a la posibilidad de supresión de las contralorías territoriales, 

promoviendo nuevos frentes de lucha contra la corrupción, donde se vea involucrada la comunidad 

en general.  

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: 

El fenómeno de la corrupción no ha sido ajeno en nuestro medio, desde el momento mismo 

en que fue reconocido a nivel mundial, especialmente en Europa, con el financiamiento ilegal de 

partidos políticos. En nuestro medio se empezó a significar cuando a finales de 1997, el entonces 

presidente ERNESTO SAMPER, reconoció que su campaña fue financiada por el narcotráfico. 

De ahí para acá la corrupción ha llenado varios escenarios de nuestra vida política y 

económica, para citar algunos casos como el de Dragacol, Foncolpuertos, caso Nulle, comedores 

escolares, Odebrech, y otros tantos, encontrando rasgos en común de su modus operandí, que 

permita atar la globalización con las distintas mafias organizadas, para afrontarlas como un 

enemigo en común, que incide en el desarrollo de nuestro pueblo, propiciando nuevas modalidades 

de combatirlos, a nivel de la estructuración de los componentes sociales, desde las veedurías 

ciudadanas hasta los órganos de control.   

 Es así que surge la necesidad de combatir este flagelo, y uno de los principales mecanismos 

de lucha la constituye la Responsabilidad Fiscal, que cuya efectividad se encuentra en entre dicho, 

por lo que es del común escuchar voces de que en vez de combatirla, resulta propiciando la 

corrupción por ese lastre de impunidad. De ahí que se proponga un nuevo concepto de este tipo de 

responsabilidad, sin atentar contra su esencia, recurriendo a alternativas propis del control, como 

es el caso de la formulación de la planeación y la evaluación de los riesgos. 

 

DESARROLLO 
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1. limitaciones de la responsabilidad fiscal 

A primera vista, se puede decir que existe una lucha desigual entre la vigilancia oportuna que 

exigen las nuevas modalidades de corrupción, con el sistema de control fiscal posterior dictado 

desde la Constitución Política Colombiana de 1991, por asumir actuaciones a destiempo, cuando 

en ocasiones ya se ha materializado el detrimento al patrimonio estatal, Sin embargo, se ha de 

reconocer que el anterior sistema de control previo y perceptivo, causó funestas consecuencias, 

convirtiendo a los entes de control en coadministradores, obstruyendo el normal desenvolvimiento 

de la administración y congestionando de forma exagerada las funciones del ente fiscalizador. 

Como consecuencia de ese control posterior, mediante la Sentencia de la Corte Constitucional 

C-103 de 2015, se declaró inexequible la función de advertencia prevista en el Decreto 267 de 

2000, por el cual se dictan normas sobre organización y funcionamiento de la Contraloría General 

de la República, privándolas de una herramienta de gestión efectiva en la prevención del daño, a 

través de la cual las contralorías le indicaban a la administración los riesgos detectados por el 

órgano de control fiscal, en procesos anómalos u operaciones en ejecución, a fin de que éstas 

tomarán las medidas pertinentes tendientes a evitar el menoscabo de los dineros públicos. En 

verdad, en esta discutida decisión de la Corte, las contralorías quedaron reducidas de un importante 

mecanismo de lucha contra el desfalco en los dineros públicos. Dentro de las motivaciones 

aducidas por la Corte en la Sentencia 103-2015, se extrae: 

“NORMAS SOBRE ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO DE LA CONTRALORIA 

GENERAL DE LA REPUBLICA-Función de advertencia sobre operaciones o procesos en 

ejecución para prever graves riesgos que comprometan el patrimonio público y ejercer control 

posterior sobre los hechos así identificados resulta inconstitucional/CONTRALORIA 

GENERAL DE LA REPUBLICA-Control posterior/MODALIDAD DE CONTROL FISCAL 
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PREVIO REPRESENTADA EN LA FUNCION DE ADVERTENCIA-Constituye una 

afectación innecesaria de los principios constitucionales que establecen el carácter posterior del 

control fiscal y la prohibición de coadministración 

  La Sala concluye que la función de advertencia que dicha norma atribuye a la Contraloría 

General de la República, si bien apunta al logro de objetivos constitucionalmente legítimos, 

relacionados con la eficacia y eficiencia de la vigilancia fiscal encomendada a esta entidad, 

desconoce el marco de actuación trazado en el artículo 267 de la Constitución, el cual 

encuentra dos límites claros en (i) el carácter posterior y no previo que debe tener la labor 

fiscalizadora de la Contraloría y, de otro lado, (ii) en la prohibición de que sus actuaciones 

supongan una suerte de coadministración o injerencia indebida en el ejercicio de las 

funciones de las entidades sometidas a control. (…) Finalmente, tal mecanismo encuentra 

un adecuado complemento en los controles preventivos y la formulación de advertencias 

que la propia Administración, a través de las facultades atribuidas a las Superintendencias, 

puede implementar respecto de aquellas actividades sometidas a inspección, vigilancia  

Y decimos discutida decisión de la Corte, pues la Sentencia C-103 de 2015 fue objeto de tres 

salvamentos de voto, en los que se proclama la exequibilidad de las funciones de advertencia, 

sobre la base que no constituyen una modalidad control, ni mucho menos de control previo, como 

tampoco tiene un carácter vinculante, en cambio sí envuelve un carácter excepcional. Sin embargo, 

tratándose de un fallo de constitucionalidad, es obligatorio su acatamiento y buscar así alternativas 

en la prevención del daño, encontrando de primera mano el Control Interno para hacer viable el 

carácter amplio e integral de la vigilancia fiscal actuando de forma complementaria. 

 En relación con esta complementariedad, la misma Corte Constitucional en Sentencia 534 

de 1993, señaló: 
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“Al colocarse en cabeza de la administración la obligación de conceptuar la calidad y 

eficiencia del control fiscal interno de las entidades y organismos del Estado, como lo prevé la 

propia Constitución (art. 268 numeral 6o.), se logra una distinción esencial entre los contenidos, 

fines y responsabilidades propios del control interno, que debe organizarse en las entidades 

públicas y las del control fiscal externo ejercido por la Contraloría General de la República y las 

contralorías departamentales, distritales y municipales a nivel territorial. Se confiere así forma 

real a la diferenciación entre las tareas administrativas y las de control fiscal, de donde el control 

interno se entiende como parte del proceso administrativo y corresponde adelantarlo a los 

administradores; teniendo  oportunidades propias en todos los momentos del cumplimiento de la 

función administrativa, pudiendo serlo previo, concomitante o posterior, lo que permite que el 

funcionario cumpla su función, asumiendo la responsabilidad por sus actuaciones y resultados; 

sin perjuicio de la  independencia de los organismos de control fiscal, no coadministradores, que 

cumplirán sus funciones de manera posterior y selectiva, sin ocuparse de funciones 

administrativas distintas de las inherentes a su propia organización (artículo 267 C.N.).” 

Otro problema radica en determinar en qué momento las Contralorías pueden ejercer sus 

funciones de control y vigilancia sin inmiscuirse en la administración de la respectiva entidad, a 

lo que se ha venido generalizando el criterio de es que la función de aquellas entidades “empieza 

justamente cuando la Administración culmina la suya, esto es, cuando ha adoptado ya sus 

decisiones”. Este criterio ha tenido dificultades, especialmente en temas de contratación, sobre 

todo en aquellos contratos de tracto sucesivo que se prolongan en el tiempo, en los que se realizan 

obras inconclusas o con precios superiores a los del mercado., en los cuales es fácil establecer que 

no existió una planeación técnicamente bien soportada, articulada con el fin perseguido con el 

respectivo contrato. Se debe orientar la actividad de vigilancia y control, en materia de 
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contratación, hacía la posibilidad de advertir los riesgos que presenta un proceso de inversión de 

recursos públicos a pesar del carácter posterior de nuestras funciones, apoyados en las oficinas de 

control interno en primera instancia. 

Otro punto de análisis en la supuesta crisis de la Responsabilidad Fiscal, la constituye pérdida 

de competencia o de facultades de investigación y decisión en situaciones como el daño causado 

por efectos indemnizatorios en las sentencias adversas al Estado, en donde la competencia sería 

excluyente de las acciones de repetición de que trata el artículo 90 de la Constitución Política. 

Anteriormente, se tenía la creencia errada de que podían utilizar ambas acciones de forma 

concurrente u alternativa, lo cual dio lugar a que el Consejo de Estado en Consulta del año 2006, 

manifestara:  

“La jurisprudencia y doctrina transcritas sirven para reiterar lo ya dicho en relación con 

el caso específico consultado, pues no es jurídicamente viable adelantar de modo simultáneo 

la acción de repetición y el proceso de responsabilidad fiscal, ya que es claro para la Sala que 

el ámbito de procedibilidad de cada uno de estos mecanismos está concretamente definido en 

la Constitución y en la ley y, por lo mismo, su ejercicio no es concurrente o alternativo sino 

excluyente, En efecto, siempre que se lesione el patrimonio de un tercero que obtiene a su 

favor el resarcimiento de perjuicios en virtud de una condena, conciliación u otra forma de 

terminación de un conflicto, sólo es posible mediante el ejercicio de la acción de repetición 

obtener del agente el reembolso de los perjuicios que le ocasionó al Estado; mientras que si 

la lesión al patrimonio estatal se produjo directamente por ejercicio de gestión fiscal, sin 

ocasionar daño a terceros, sólo es viable obtener por la administración la reparación 

mediante el proceso de responsabilidad fiscal. 
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 Aun cuando en un inicio, desde la exposición de motivos de la Ley 678 de 2001, que 

reglamentó la acción de repetición,  se plantearon como acciones subsidiarias con la acción fiscal, 

hoy en día se deberá acatar la decisión de la Corte Constitucional, muy a pesar de la precaria 

eficacia de aquellas acciones en la recuperación de los recursos utilizados en el pago de las 

condenas impuestas a la Nación, por la poca oportunidad y efectividad que tiene esta instancia en 

algunas entidades, al punto de hacerla inoperante. 

 Ahora también se ha puesto en duda la competencia de las contralorías, frente al tema del 

incumplimiento contractual, sobre el supuesto de que el contratista no siempre actúa como gestor 

fiscal, porque  no está administrando recursos del Estado, y en caso de presentarse algún 

detrimento por las sumas canceladas al contratista -que  no cumplió con el objeto contratado-, la 

acción a seguir es la contractual por el incumplimiento. Lo cual me parece una posición muy 

sesgada de algunos tratadistas, teniendo en cuenta la independencia de la acción fiscal y que la 

palabra incumplimiento no está abrogada exclusivamente al juez contencioso pues cuando el 

Estado invierte recursos para satisfacer sus necesidades y estas se ven frustradas por contratistas 

corruptos es claro que se presenta un incumplimiento y cuyo daño debe ser resarcido desde la 

responsabilidad fiscal.  

Hoy en día, con el Nuevo Estatuto Anticorrupción, Ley 1474 de 2011, se establecieron 

conductas a manera de presunciones legales, con las cuales se puede presumir que determinado 

gestor fiscal, en términos amplios, actuó con culpa grave o dolo, en los que se articula la 

Responsabilidad fiscal con la actividad contractual. Veamos: 

“ARTÍCULO 118. DETERMINACIÓN DE LA CULPABILIDAD EN LOS 

PROCESOS DE RESPONSABILIDAD FISCAL. El grado de culpabilidad para 

establecer la existencia de responsabilidad fiscal será el dolo o la culpa grave. 



 
14 

 

Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con dolo cuando por los mismos hechos haya 

sido condenado penalmente o sancionado disciplinariamente por la comisión de un delito 

o una falta disciplinaria imputados a ese título. 

Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave en los siguientes eventos: 

a) Cuando se hayan elaborado pliegos de condiciones o términos de referencia en forma 

incompleta, ambigua o confusa, que hubieran conducido a interpretaciones o decisiones 

técnicas que afectaran la integridad patrimonial de la entidad contratante; 

b) Cuando haya habido una omisión injustificada del deber de efectuar comparaciones de 

precios, ya sea mediante estudios o consultas de las condiciones del mercado o cotejo de 

los ofrecimientos recibidos y se hayan aceptado sin justificación objetiva ofertas que 

superen los precios del mercado; 

c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de las obligaciones propias de los contratos 

de interventoría o de las funciones de supervisión, tales como el adelantamiento de 

revisiones periódicas de obras, bienes o servicios, de manera que no se establezca la 

correcta ejecución del objeto contractual o el cumplimiento de las condiciones de calidad 

y oportunidad ofrecidas por los contratistas; 

d) Cuando se haya incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad o la de 

hacer exigibles las pólizas o garantías frente al acaecimiento de los siniestros o el 

incumplimiento de los contratos; 
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e) Cuando se haya efectuado el reconocimiento de salarios, prestaciones y demás 

emolumentos y haberes laborales con violación de las normas que rigen el ejercicio de la 

función pública o las relaciones laborales.” 

Por otro lado, no debemos olvidar que el contrato estatal es, ante todo, un instrumento de 

gestión pública para la provisión de bienes y servicios a los asociados y que la Responsabilidad 

Fiscal se predica a título directo del gestor fiscal, como a manera de contribución. Tanto el contrato 

estatal como la gestión fiscal está al servicio de los fines del Estado. 

 

2. Redireccionamiento de la responsabilidad fiscal 

En el modelo de Estado Social de Derecho, como el promulgado en nuestra Carta Política de 

1991,  sería éste el encargado de velar por el cubrimiento de unas garantías mínimas para sus 

habitantes y de garantizar las regulaciones para el establecimiento de las responsabilidades propias 

de un Estado de Derecho. Esta máxima constitucional obliga a propender por la modernización de 

las instituciones públicas para hacerlas más prácticas y viables desde un punto de vista político-

económico, en donde los entes de control juegan papel preponderante a la hora de enfrentar un 

flagelo endémico que atenta contra el normal desarrollo de nuestro pueblo. 

Por tal razón, el control fiscal tienen un marcado fin social fundamentado en el Estado de 

Derecho, el cual se manifiesta en la responsabilidad que deben tener las personas por todas las 

actuaciones que implique la merma de recursos económicos, buscando propender por el bienestar 

general por encima del interés particular. Sin embargo, al apreciar la cantidad de normas y el 

volumen de la jurisprudencia al respecto, es posible apreciar que el legislador se ha quedado corto 

en su función de regular correctamente este tipo de responsabilidad Es preciso que el control fiscal 

obedezca más al interés del Estado Social de Derecho, en el sentido de garantizar una eficiente 
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administración de recursos para el beneficio de la comunidad en general, y no a intereses políticos 

que opacan los principios que se encuentran en la Carta Política y que afectan lo que debería ser 

la correcta manera como funcione la administración de los recursos. Si bien en la actualidad se han 

establecido veedurías ciudadanas, y la comunidad se encuentra más interesada por vigilar la 

manera como se están invirtiendo los recursos públicos, esto no ha sido suficiente para 

contrarrestar el problema de la corrupción. Por lo tanto, se necesitan unos mecanismos más 

eficientes que pongan freno a estas situaciones y que sean coherentes con los principios 

constitucionales en materia de responsabilidad fiscal. 

La sostenibilidad de las finanzas públicas va de la mano con gestión fiscal, la cual involucra 

un debida planeación y manejo del riesgo como vital componente de cualquier actividad, lo cual 

debe ser materia de la vigilancia fiscal por parte de nuestras auditorías. En la actualidad, con el 

Decreto 1082 de 2015 “Por Medio del Cual se Expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 

Administrativo de Planeación Nacional”, exige a las entidades estatales que participen en procesos 

de contratación, durante la etapa de planeación un análisis necesario para conocer el sector relativo 

al objeto del proceso de contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, 

organizacional, técnica, y de análisis de Riesgo. 

Le corresponde por tanto a las contralorías, cerciorarse que las entidades sometidas a su 

control, programen con eficiencia los tiempos, diseñes con eficiencia y eficacia sus proyectos, 

defiendo con propiedad sus esquemas de inversión de los recursos, con un acertado manejo de los 

riesgos, generando factores de desarrollo social que impacten positivamente en la ciudadanía. De 

ahí que las Contralorías cuenten con mecanismos como los planes de mejoramiento para realizar 

observaciones a las entidades auditadas, permitiendo un seguimiento continuo a técnicas de 
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gerencia pública moderna como la planeación estratégica participativa, la descentralización y la 

búsqueda de la eficiencia y racionalidad del gasto. 

Hoy en día hay consenso de buenas prácticas de auditoría, que permiten aumentar la eficacia 

y eficiencia del proceso auditor, gracias a una fase de planeación exhaustiva fundada en un examen 

a fondo del sistema de control interno, identificación de riesgos y definición de la estrategia de 

auditoría basad en estos dos componentes. 

 Es por tanto la planeación un insumo importante de lucha de la responsabilidad fiscal frente a 

la corrupción, pues en materia de contratación pública las Contralorías tienen la facultad de 

advertir los riesgos que presenta un proceso de inversión de recursos públicos a pesar del carácter 

posterior de sus funciones. Igualmente, que por disposición expresa del artículo 65 de la Ley 80 

de 1993 podemos intervenir desde que se han agotado los trámites administrativos de legalización 

de contratos pudiendo evitar la ejecución dolosa de obras inservibles. 

Se debe tener presente los insumos con que cuenta el control fiscal y la responsabilidad fiscal 

en particular, en lo que respecta a la gestión fiscal de que trata el artículo 3º de la Ley 610 de 2000, 

en cuanto a la definición de gestión fiscal a saber: 

“Artículo 3°. Gestión fiscal. Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión fiscal 

el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores 

públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos 

públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, 

administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión 

y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus 

rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de 
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legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, 

publicidad y valoración de los costos ambientales.” 

 De la anterior definición, retomamos los conceptos de planeación y conservación para 

lograr un redireccionamiento de la responsabilidad fiscal, en orden a exigir una valoración plena 

la etapa de planeación y valoración de los riesgos. 

  

3. Responsabilidad fiscal y control social ciudadano 

El control social ciudadano para nuestros efectos lo asimilamos al tema de las veedurías 

ciudadanas creadas mediante la Ley 134 de 1994, estableciéndolas como el derecho y el deber que 

tiene todo ciudadano, individual o colectivamente, para vigilar, revisar y controlar la gestión 

pública y los resultados de la misma, nacen como un instrumento de control que acerca a la 

ciudadanía y al Estado en la lucha contra la corrupción. Así mismo se constituye como un medio 

para que el ciudadano ejerza control sobre la administración pública, específicamente en la gestión 

de las decisiones de carácter administrativo.  

La participación ciudadana se aborda desde dos aspectos: en primer lugar la posibilidad de que 

el ciudadano, en el interés de la colectividad, constituya veedurías a la gestión fiscal, lo cual está 

en concordancia con el espíritu general de la Constitución de Colombia, cuyo gran avance sin duda 

fue la ampliación de los espacios de participación a los ciudadanos, iniciativa ésta que se convirtió 

en norma constitucional plasmada en el artículo 270. En segundo lugar, se posibilita de que tanto 

a nivel nacional como territorial las contralorías recurran a los servicios de empresas privadas 

colombianas. En el caso de los servicios contratados por la Contraloría General, dichas entidades 

serán escogidas por concurso público de méritos, y contratadas previo concepto del Consejo de 
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Estado; en el caso de las contralorías regionales, la Constitución dejó a la ley la determinación de 

los requisitos. 

Hoy en día, en cumplimiento del artículo 73 de la Ley 1474 de 2011, la Secretaría de 

Transparencia, en coordinación con las direcciones de Control Interno y Racionalización de 

Trámites y del Empleo Público de Función Pública y el Programa Nacional del Servicio al 

Ciudadano del DNP, ha actualizado la metodología para elaborar el Plan Anticorrupción y de 

Atención al Ciudadano que contempla la estrategia de lucha contra la corrupción y que debe ser 

implementada por todas las entidades del orden nacional, departamental y municipal. Ese Plan 

Anticorrupción y de Atención al Ciudadano está integrado por políticas autónomas e 

independientes, que gozan de metodologías para su implementación con parámetros y soportes 

normativos propios no implica para las entidades realizar actividades diferentes a las que ya vienen 

ejecutando en desarrollo de dichas políticas. 

El Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano lo integran las siguientes políticas 

públicas: 

a) Gestión del Riesgo de Corrupción - Mapa de Riesgos de Corrupción y medidas para mitigar 

los riesgos.  

b) Racionalización de Trámites. 

c) Mecanismos para mejorar la Atención al Ciudadano.  

d) Rendición de Cuentas.  

e) Mecanismos para la Transparencia y Acceso a la Información. 

En Conclusión, es importante involucrar el control fiscal, con aspectos más relevantes y 

significativos que ha tenido Colombia en los últimos años con respecto a estrategias de 

participación ciudadana en los procesos de transparencia y lucha contra la corrupción, a pesar de 
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la crisis que en la actualidad enfrenta el Estado para responder a las necesidades y problemas 

sociales del conglomerado, debido a la pérdida de credibilidad de los ciudadanos en los organismos 

de investigación y control, gracias a fenómenos tales como manipulación de procesos, soborno, 

defraudación, extorción, tráfico de influencias, impunidad y trato benévolo a los delincuentes de 

cuello blanco, entre otros aspectos negativos que han llevado a los entes auditores a involucrarse 

en escándalos, como el caso del llamado carrusel de la contratación, evidenciado graves fallas en 

la vigilancias de los recursos públicos por parte de las contralorías nacionales, departamentales y 

municipales. 

 

4. La responsabilidad fiscal y el control interno 

Esta necesaria aleación surge de la máxima de que las propias entidades públicas establezcan 

un sistema de control interno, buscando así que éstas organicen sus propios procedimientos de 

verificación y evaluación de la gestión y de las transacciones, con miras a la protección de los 

recursos de la organización y a la eficiencia del gasto público, en cumplimiento del mandato 

constitucional previsto en el artículo 269 de la Carta Política Colombiana que promulga: 

“En las entidades públicas, las autoridades correspondientes están obligadas a diseñar y aplicar, 

según la naturaleza de sus funciones, métodos y procedimientos de control interno, de 

conformidad con lo que disponga la ley, la cual podrá establecer excepciones y autorizar la 

contratación de dichos servicios con empresas privadas colombianas”.  

Lo anterior surgió de la necesidad de reconocer el principio de que las funciones básicas de un 

administrador, sea éste público o privado, son la planeación, la organización, la motivación, la 

actuación y el control. Estas funciones tienen la característica de la integridad, o sea que son 
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complementarias unas de otras y son indelegables, lo cual significa que un administrador, ya sea 

del sector público o del privado, no puede desistir de ejercer unas de ellas sin faltar a sus 

responsabilidades. 

Dentro de los objetivos del sistema de Control Interno, la Ley 87 de 2003 prevé: 

a. Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante 

posibles riesgos que lo afecten; 

b. Garantizar la eficacia, la eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y 

facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de 

la misión institucional; 

c. Velar porque todas las actividades y recursos de la organización estén dirigidos al 

cumplimiento de los objetivos de la entidad; 

d. Garantizar la correcta evaluación y seguimiento de la gestión organizacional; 

e. Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros; 

f. Definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones 

que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos; 

g. Garantizar que el Sistema de Control Interno disponga de sus propios mecanismos de 

verificación y evaluación; 

h. Velar porque la entidad disponga de procesos de planeación y mecanismos adecuados 

para el diseño y desarrollo organizacional, de acuerdo con su naturaleza y características. 

De esta forma, el Control Interno se constituye en uno de los mecanismos para hacer compatible 

el carácter amplio e integral de la vigilancia fiscal con el carácter posterior y externo del control 

que llevan a cabo las Contralorías, consiste en la previsión de dos modalidades de control del 
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manejo de los recursos públicos, que si bien presentan características distintas han de operar de 

modo complementario. 

En consecuencia, en nuestro modelo de Estado se puede hablar de dos mecanismos, el 

control fiscal externo que se encomienda a la Contraloría General de la República (arts. 117, 119, 

267 y 268 CP), a las contralorías municipales, distritales y municipales, encargadas de la vigilancia 

de la gestión fiscal de las entidades territoriales (art. 272 CP) y a la Auditoría General de la 

República, entidad encargada de vigilar la gestión fiscal de la Contraloría General de la República 

(art. 274 CP). El segundo, destinado a complementar el anterior, es el control interno que las 

propias entidades públicas están obligadas a diseñar e implementar, conforme a lo establecido en 

los artículos 209 inciso 2º y 269 Superior.  La adopción de este segundo mecanismo tuvo el 

propósito de garantizar la eficacia e integralidad del control fiscal, y hacerlo compatible con la 

opción del constituyente por un modelo posterior de control externo y con la autonomía del órgano 

encargado de llevarlo a cabo. 

Es claro que las entidades no están facultadas para realizar control externo, pero a su vez 

la facultad que el art. 268 num. 12 de la Carta Política Colombiana atribuye al Contralor General 

para armonizar los sistemas de control fiscal de todas las entidades públicas del orden nacional, no 

puede interpretarse como extendida a la posibilidad de intervenir en los mecanismos de control 

interno que adopte la administración para el logro de sus objetivos, por cuanto, estaría de este 

modo interviniendo indirectamente en funciones de coadministración que le están prohibidas, sino 

como un poder de armonización y diseño de los sistemas de control atribuido a las instituciones, a 

cuyo cargo se encuentra el control fiscal y de resultado externo consagrado en  la Constitución, 

resaltando la diferencia entre control externo y los mecanismos de control interno se hacía efectiva 

la distinción, entre las tareas administrativas y las de control fiscal. 
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La Corte Constitucional por su parte, en la Sentencia C-506 de 1999, reiteró la importancia 

del sistema de control interno y su necesaria articulación con el control de segundo grado que 

corresponde adelantar a las contralorías: 

  “En la visión del Constituyente de 1991, el  eficaz y efectivo funcionamiento del control 

interno, también denominado de primer grado, se articula estrechamente con el que, en forma 

posterior y selectiva, ejercen las Contralorías en el ámbito de su competencia. De ahí que la 

eficacia de este último, como control de segundo grado que es, esté condicionada por el grado de 

eficacia con que se ejerza el control de primer grado al interior de las entidades del Estado por 

los componentes del Sistema de control interno.” 

  Igualmente, en la sentencia C-557 de 2009 reiteró la Corte la diferencia y 

complementariedad entre el control fiscal externo y los controles internos, para interpretar las 

competencias atribuidas a la Contraloría en lo atinente a la consolidación del presupuesto general 

del sector público, sostuvo: 

“Cabe recordar aquí, que la Carta Política dispone en el artículo 269, la 

obligación de las autoridades públicas de diseñar y aplicar, según la naturaleza de sus 

funciones, métodos y procedimientos de control interno, de conformidad con lo que 

disponga la ley, de cuya calidad y eficiencia le corresponde conceptuar al Contralor 

General de la República (C.P., art 268-6), lo cual permite una distinción entre los fines y 

alcances del control interno propio de las entidades públicas y el control fiscal externo 

ejercido por la Contraloría General de la República y las contralorías departamentales, 

distritales y municipales a nivel territorial. Por esta razón, la jurisprudencia de la Corte 

ha hecho énfasis en la diferenciación ente el control interno y el control fiscal externo, 

que es una atribución exclusiva e insustituible de los organismos de control fiscal.” 
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  Finalmente, en materia de contratación la Corte Constitucional en la Sentencia C-967 de 

2012, se refirió a la necesaria complementariedad que debe darse entre el control previo 

administrativo de los contratos estatales, a cargo de las oficinas de control interno, con la vigilancia 

externa de la contratación, que corresponde efectuar a las contralorías. Luego de examinar la 

regulación contenida en el artículo 65 de la Ley 80 de 1993 a la luz del modelo de control fiscal 

posterior, donde concluyó que: 

“Coherente con ese modelo, el artículo 65 del estatuto de contratación asignó el control 

previo administrativo a las oficinas de control interno de cada entidad, mientras que la 

intervención de los organismos autónomos a cargo de velar por la gestión fiscal se ejerce 

con posterioridad -sin perjuicio del control de advertencia que es expresión del principio 

de colaboración armónica, en la medida en que apunte al cumplimiento de los fines y 

principios constitucionales, siempre que no implique una suerte de coadministración o 

injerencia indebida en el ejercicio de las funciones de las demás autoridades[..]. 

 

Desde esta perspectiva, la Corte ha insistido en que los organismos de control 

fiscal no están facultados para intervenir en los procesos de contratación estatal 

ni tomar parte en las decisiones administrativas de cada entidad. Por ello esta 

corporación ha rechazado los mecanismos que suponen una intromisión ilegítima 

en la contratación estatal cuando implican el ejercicio de una función que el 

Constituyente sustrajo de los organismos de control fiscal.” 

  Concluyendo, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, una de las manifestaciones 

del carácter amplio e integral del modelo constitucional de vigilancia fiscal de los recursos públicos 

la constituye la coexistencia de dos niveles de control: el primero, constituido por los mecanismos 
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de control interno, de naturaleza previa y administrativa; el segundo nivel corresponde al control 

fiscal externo, de carácter posterior y selectivo, que compete realizar a una entidad autónoma e 

independiente como es la Contraloría, y cuya efectividad depende de su adecuada articulación con 

el primer nivel de control. 

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Por medio de la investigación del presente ensayo, se pudo hacer un análisis detallado 

acerca de las dificultades que hoy afronta la Responsabilidad Fiscal, como herramienta de lucha 

contra la corrupción para tratar darle una nueva dimensión que se acerque a la importancia que se 

merece, buscando alternativas de eficiencia en dicho propósito. 

 Por tal razón, es menester reconocer que en un Estado Social de Derecho como el 

promulgado en la Carta Política Colombiana, garante de los derechos y libertades fundamentales 

de los asociados, son necesario los mecanismos de control en todos sus ambitos, por lo que no es 

coherente con el sistema eliminarlos, como hay en día se predica de las Contralorías Territoriales. 

Es importante redireccionar la Responsaboilidad Fiscal, a partir de sus falencias, para 

encausar sus acciones de forma conjunta con otros sistemas de control, como el cuidadano y 

control interno, para hcerla eficaz en su lucha contra la corrupción. 

Se recomienda por tanto, a partir del presente ensayo y desde la academia continuar en la 

busqueda de alternativas para dinamizar la Responsabilidad Fiscal, llendo a la par de los mdernos 

esquemas de fiscalización, dando la importancia que merece en el escenario nacional. 
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